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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Aníbal Pereyra. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Bayardi, Gustavo Borsari Brenna, Gustavo Cersósimo, 
Alvaro Fernández, Felipe Michelini, Jorge Orrico, Pablo Iturralde Viñas y Daisy Tourné. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Nicolás Pereira. 


INVITADA: Señora doctora Selva Klett. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pereyra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Me parece oportuno, antes de recibir a nuestra invitada del día de hoy, poner a consideración de los señores 
legisladores algunos puntos que han ingresado a la Comisión; todos tienen en su poder los asuntos entrados y 
los proyectos presentados 


Entre los proyectos de ley que están a consideración de la Comisión, figuran los siguientes: "Resolución ficta 
negativa del señor Intendente de Soriano relativa a la constitución en municipio de la localidad de Villa 
Soriano.- Recurso de apelación", "Principio de especialidad de los Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados y personas públicas no estatales.- Cumplimiento", "Instituto de Rehabilitación 
Adolescente.- Creación", "Construcción y explotación del Complejo Multifuncional 'Antel Arena".- Recurso 
de apelación interpuesto por varios Ediles contra la Resolución de la Intendencia de Montevideo" y "Día 
Nacional de la Oveja.- Se declara el tercer sábado de mayo de cada año". Dos de estos proyectos tienen 
plazo: el recurso de apelación sobre la resolución ficta negativa del señor Intendente de Soriano y el relativo 
a la construcción y explotación del Complejo Multifuncional "Antel Arena". 


Asimismo, fueron extraídos del archivo y están de vuelta a consideración de la Comisión, los siguientes 
proyectos de ley: "Licencia por maternidad y por paternidad.- Normas para la actividad privada" -estaba en el 
orden del día- y "Penas y medidas alternativas a la reclusión.- Modificación de la Ley N* 17.726". Si la 
Comisión lo entiende oportuno, los volvemos a incluir en el orden del día. 


(Apoyados) 


—En cuanto a comunicaciones generales, figuran: "Constitución del Municipio de Villa Ansina.- Nota 
presentada por un señor ciudadano", "Inconstitucionalidad de los artículos 1*, 2%, 10 y 11 de la Ley. 

N? 18.876, de 29 de diciembre de 2011, por la que se creó el Impuesto a la Concentración de Inmuebles 
Rurales.- La Presidencia de la Asamblea General remite copia del Oficio de la suprema Corte de Justicia 
N* 300, para conocimiento" y "Presunta venta del predio de la playa de La Agraciada.- La Junta 
Departamental de Flores remite exposición de un señor Edil". 


En la sesión anterior, habíamos pedido autorización a la Cámara para adelantar los oficios correspondientes a 
la Junta Departamental de Montevideo con respecto al recurso de apelación con relación al Complejo 
Multifuncional "Antel Arena", pero no lo realizamos porque el expediente ingresó a Comisión 
posteriormente. Por este motivo, recién hoy nos encontramos en condiciones de abordar dicha resolución. 


Si están de acuerdo, luego de recibir a la doctora Klett podremos considerar los dos recursos de apelación, el 
relativo a la localidad de Villa Soriano y el que se presenta contra la Resolución de la Intendencia de 
Montevideo, y solicitar los antecedentes a los organismos correspondientes, como lo hacemos habitualmente. 


(Apoyados) 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En cuanto al orden del día, sería bueno ir avanzando en el proyecto de ley 
relativo a actividad inmobiliaria, ya que todos los partidos están trabajando en eso. En ese sentido, 
propongo que recibamos al Ministerio y a la Cámara Inmobiliaria Uruguaya. 


Con relación al proyecto de ley sobre curatela, si la Comisión entiende que corresponde, deberíamos ir 
pidiendo los asesoramientos a la Cátedra de Derecho Civil de las distintas universidades. 


SEÑOR ORRICO.- No tengo inconveniente en que se invite a quien sea necesario. Simplemente, quiero 
destacar que hay un orden en los temas a tratar; de lo contrario, vamos a recibir gente para tratar 
algunos temas y de esta manera vamos a atrasar otros asuntos que el Gobierno se ha propuesto 
aprobar en el primer semestre de este año. Como estamos muy apretados de tiempo, solicito que nos 
atengamos a la agenda que construimos, para luego ir dando entrada a otros asuntos. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Estoy totalmente de acuerdo con lo que plantea el señor Diputado Orrico. Lo 
que sugerimos es que el señor Presidente tenga la potestad, en estos casos, de ir intercalando los temas. 


Con respecto al proyecto relativo a las inmobiliarias, solicito que el Presidente tenga la libertad de ir 
diseñando la agenda para establecer las visitas en la medida en que encuentre lugar; con relación a la 
curatela, podría ir solicitando los asesoramientos de estilo para que los señores Diputados contemos con la 
información de la Academia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al segundo punto que plantea el señor Diputado Cersósimo, 
podemos adelantar la solicitud de asesoramiento a las Cátedras sobre el proyecto de ley para tener 
avances en el trabajo a la hora de incorporar el punto al orden del día. 


Con relación al primer asunto, junto con la Secretaría de la Comisión coordinaremos las posibilidades que 
existen de acuerdo con los temas que ya tenemos agendados o abiertos; les recuerdo que tenemos varios 
proyectos en discusión. 


La Mesa les informa que el señor Ministro del Interior confirmó su comparecencia para el día 29 de mayo, 
ocasión en la que responderá sobre los temas planteados en la sesión anterior. Entonces, ese día se tratarán 
dos grandes puntos: la Ley Orgánica Policial y los hechos acaecidos recientemente con respecto a la renuncia 
y el cambio del Jefe de Policía de Montevideo. Seguramente; será una jornada de trabajo extensa. 


En las siguientes reuniones de la Comisión visualizaremos dónde incorporar los planteos que realiza el señor 
Diputado Cersósimo. 


También queremos informar a la Comisión que, según el planteo realizado por el señor Diputado Orrico, hay 
dos puntos que están a consideración de la Comisión. Uno de ellos lo vamos a abordar con la doctora Klett en 
unos minutos: las modificaciones del Senado al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados sobre el 
Código General del Proceso. El otro proyecto, que estaba a la espera de la resolución de la bancada del 
Frente Amplio, es el relativo a las adopciones. Como recordarán, había habido modificaciones al Senado, con 
las cuales había una mayoría importante de legisladores de la Comisión que no concordaban y, por lo tanto, 
se había generado una instancia para acordar el camino a adoptar. 


En ese sentido, el señor Diputado Nicolás Pereira nos va a plantear cuáles fueron los avances. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- Recordarán los señores Diputados que este proyecto de ley fue 
aprobado en Cámara allá por julio del año pasado, que luego pasó al Senado, donde sufrió 
modificaciones, y que finalmente regresó a esta Cámara en el mes de diciembre. 


Ambas bancadas del Frente Amplio han trabajado juntas en este tema y llegamos a un acuerdo por el cual 
estamos proponiendo aprobar en el día de hoy las modificaciones que vinieron del Senado, tal como llegaron. 
Lo que anunciamos es que ni bien se promulgue esta iniciativa, vamos a introducir un proyecto de ley 
modificativo de cuatro artículos, que fueron los que entendimos pertinentes de común acuerdo con los 
compañeros Senadores, porque consideramos importante rever algunos de los cambios que se hicieron en el 
Senado. 


Aclaro que el Senado le hizo un sinnúmero de modificaciones a la iniciativa, la gran mayoría de las cuales la 
mejoran ampliamente, tanto en la redacción como en la introducción de algunos conceptos que aclaran. 


En cuanto a uno de los puntos centrales del proyecto, que era establecer tiempos concretos para las medidas 
provisionales, ante la no decisión del Juez, los señores Senadores ampliaron por única vez y por cuarenta y 
cinco días el plazo que estaba establecido, en cuarenta y cinco y en noventa días, según la edad del niño. 
Entendemos que este es un aporte importante, porque por primera vez se van a hacer cumplir plazos 
establecidos, que no tenían una regulación como para que se cumplieran indefectiblemente. En este proyecto 
lo estamos poniendo taxativamente y es importante que los plazos que ponemos en el proyecto se puedan 
cumplir. En ese sentido, el aporte de los Senadores fue sustancial para no intentar avanzar más de lo que se 
puede. 


En ocasión de la aprobación de este proyecto en la Cámara de Diputados, la Suprema Corte de Justicia había 
planteado que podía cumplir con los plazos; luego, en el Senado, planteó que quizás necesitarían un poco 
más de tiempo, por lo cual se hizo ese agregado. 


Otro de los cambios que propuso el Senado fue cambiar toda la denominación que nosotros habíamos puesto 
como "niños y adolescentes" por "niños, niñas y adolescentes", lo cual es una cuestión menor. 


Para ir entrando en los puntos que también van a ser motivo del futuro proyecto -los señores Diputados tienen 
un comparativo entre lo que aprobamos nosotros y lo que propone la Cámara de Senadores-, quiero decir que 


en el artículo 132.1, en el marco de las medidas provisionales, el Senado modifica el orden preferencial: deja 
a la familia del niño o a la familia extendida como de primer orden, establece en segundo lugar la lista del 
Registro Único de Adoptantes y en el tercer lugar a la familia de acogida. Nosotros habíamos entendido - 
había sido parte del debate de esta Comisión- que esto era importante en el sistema completo, que tiene 
diferentes etapas y distintos fines en cada una de ellas, con plazos establecidos a cumplir; se determinan 
ciertas garantías y, para que se cumplan, consideramos necesario que se inviertan los literales B) y C), en 
cuanto a las familias del Registro Único de Adoptantes y las familias de acogida, respectivamente. Lo que 
proponemos es el acuerdo que hicimos con los compañeros del Senado, por la serie de consideraciones que 
ya hicimos en su momento y que podremos ampliar en Sala si fuera pertinente. 


Hay otros artículos que se modifican, que si bien son importantes, podemos pasar por alto en la medida en 
que son mejoras en la redacción. 


El artículo 139 es otro de los artículos que va a ser parte de ese otro proyecto de ley que estábamos 
anunciando. Este artículo habla de la adopción integradora y en la iniciativa del Senado se cambió la 
redacción que entendimos y concordamos con los compañeros del INAU y de la bancada de la Cámara de 
Senadores que no era la más clara, en la medida en que se podía prestar a la interpretación de que el nuevo 
cónyuge de la madre o del padre que continúa con el cuidado del niño tenía que adoptarlo. Entonces, en ese 
sentido, volvemos a la redacción que le habíamos dado en la Cámara de Diputados, que es más clara porque 
plantea que ese padre o esa madre sigue ejerciendo la patria potestad y el que adopta es el nuevo cónyuge. 


El otro punto que vamos a modificar es el artículo 144. En ocasión de la aprobación de este proyecto de ley 
en la Cámara de Diputados le habíamos introducido un segundo inciso, que tenía que ver con la posibilidad 
del niño de heredar en la familia de origen, no perdiendo los derechos de heredar en la familia adoptiva. Este 
inciso fue eliminado en la Cámara de Senadores. Estuvimos conversando este asunto con los compañeros 
Senadores y llegamos al acuerdo de que era bueno mantenerlo, por determinados casos en que puede ser 
beneficioso para el niño la posibilidad de heredar en la familia de origen, siempre estableciendo que no 
pierde los derechos en la familia adoptiva en ninguno de los casos. 


El otro punto que se va a modificar, es el literal D) del artículo 158, que habla de las competencias de los 
equipos técnicos. El literal D) lo que hace básicamente es regular los motivos por los cuales se puede alterar 
el orden de la lista de padres adoptantes. En este sentido, en la redacción de la nueva iniciativa del Senado se 
establecen cuatro causales por las cuales se puede alterar ese orden. Nosotros entendimos, y así lo acordamos 
con los compañeros del Senado, que hacerlo taxativo no es adecuado por diferentes situaciones que se 
pueden presentar y que escapan a estas realidades, y que pueden dejar atados de manos a los equipos técnicos 
del INAU para tomar una decisión más adecuada fundada en el interés superior del niño, como rige en toda 
esta norma. Por otro lado, entendíamos que de los cuatro casos, dos de ellos ya se aplican: en los casos de los 
niños con discapacidad y en el caso de los hermanos. 


El cuarto inciso es cuando se trata de adopción integradora, tema del que hablamos hace un rato, que refiere a 
que el nuevo cónyuge del padre o la madre le quiere dar derechos al niño. Entendimos que este aspecto no 
entraría dentro de la casuística porque, por un lado, ese niño no estaría en situación de abandono y, por otro, 
ese padre tampoco estaría en la lista. El primer punto era si en la lista no existieren interesados para la 
adopción de niños, niñas o adolescentes y entendíamos que si esto lo que permite es alterar el orden dentro de 
la lista, resulta un poco contradictorio con este primer inciso, en la medida en que si vamos a alterar y dentro 
de la lista no hay nadie, se produce una contradicción. Hay un problema en la redacción, sin duda, Por este 
motivo, entendimos que la redacción dada por la Cámara de Diputados, que es la misma -creo recordar- que 
tiene el Código de la Niñez y la Adolescencia y que permite las alteraciones al orden del registro adoptante, 
siempre que los equipos técnicos fundamenten esto en el interés superior del niño. Estos son los cambios que 
vamos a hacer. 


Por otra parte, quiero decir que en el proyecto de ley del Senado se incorporan tres nuevos artículos: 9%, 10, y 
Mí; 


El artículo 9* dice: "Cométese al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) el registro de todas 
las adopciones o legitimaciones adoptivas de personas menores de edad, en el marco del Sistema Nacional de 
Información sobre Niñez y Adolescencia, a fin de centralizar esos datos y garantizar un acceso ágil a los 
mismos por parte de quienes buscan a sus familiares de origen". 


Todos sabemos la situación que se está dando con una cantidad de niños adoptados hace años que hoy tienen 
dificultades para acceder a sus raíces. Esto viene, para el futuro, evidentemente, pero para corregir esas 
situaciones que se pudieron dar, y en la bancada se entendió que era importante salvaguardar esa posibilidad. 
En ese sentido, damos aprobación a las modificaciones que envía el Senado. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Me gustaría saber cuál es el inconveniente para no tratar el proyecto de ley en 
la Asamblea General. Esta es una iniciativa que cuenta con el respaldo de todos los partidos políticos, 
por lo que la mayoría no va a cambiar. No obstante, ahí podríamos solucionar todo. 


Sin embargo, sí le veo un inconveniente al hecho de que se elabore un proyecto de ley posterior, porque 
cuando aprobemos esta norma y empiece a regir, en el caso sucesorio habrá situaciones que se regularán por 
esta normativa -derechos adquiridos y demás- y, luego, si se modifica, van a existir regulaciones de otra 
naturaleza. Me parece que la solución más fácil es ir a la Asamblea General y hacer las modificaciones que 
creamos convenientes, salvo que la segunda iniciativa no fuese aprobada. 


SEÑOR ORRICO.- Creo que este asunto lo podríamos discutir después. La Asamblea General lleva 
ínsito un riesgo que es el que se trata de evitar; eso se puede discutir. Pero me parece que ahora 
deberíamos escuchar el planteamiento de la doctora Klett. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así procederemos. 


(Ingresa a Sala la doctora Selva Klett) 


—La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el gusto de recibir, una 
vez más, a la doctora Selva Klett. Su convocatoria fue planteada a raíz de que han llegado del Senado las 
modificaciones que introdujo al proyecto de ley sobre el Código General del Proceso, iniciativa que nos 
insumió un buen tiempo de análisis en esta Comisión. Como ella fue un actor importante, junto con otros 
colegas, en esa discusión, a la Comisión le pareció oportuno tener una vez más la opinión de la doctora Klett 
en cuanto a las modificaciones de la Cámara de Senadores. 


Según me informa la Secretaría, la doctora Klett cuenta con los artículos que fueron modificados. Este es el 
motivo central de la Comisión para requerir una vez más su visita. 


SEÑORA KLETT.- Buenas tardes a todos. 
Quizás erróneamente había entendido que consideraría algunos artículos modificados, los más importantes... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Los más importantes. 


SEÑORA KLETT.- A juicio de los señores legisladores, ¿cuáles serían los más importantes? Lo que yo 
sé, extraoficialmente, es que son los artículos 25 y 32. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Básicamente esos dos. 
(Diálogos) 
SEÑORA KLETT.- Antes de considerar el articulado, me gustaría plantear una cuestión previa. 


A mí me parece que, en un punto, el Parlamento Nacional tiene que decidir si da un paso, aunque no sea este 
brillante. No fue la intención de la Suprema Corte de Justicia -esto arranca allí- ni del Instituto de Derecho 
Procesal -que ustedes saben que fue muy combativo, primero, con el proyecto; tuvimos que hacer muchas 
negociaciones para lograr un anteproyecto común- hacer una obra doctrinaria que ponga al Uruguay en el 
pináculo del mundo. El objetivo de la Suprema Corte de Justicia era clarísimo y el Instituto después lo 


entendió así: la intención era simplemente mejorar el instrumento procesal para hacer más eficiente la 
justicia, contemplar mejor los derechos, en fin, las cosas que podíamos tocar. Creo que no podemos perder el 
objetivo que era que, con rapidez, la gente pudiera contar con una herramienta mejor que la que teníamos. 
Por ejemplo, para decir algo verdaderamente importante, zanjar el tema de los recursos, que ha enloquecido a 
la gente -y la sigue enloqueciendo- por la existencia de tres opiniones doctrinarias valederas por la 
interpretación de cada artículo. Si solucionamos las cosas grandes, veamos si las cosas chicas son realmente 
chicas o son grandes y es atendible que esto siga yendo y viniendo. Esta sería un poco la idea. 


Se trata de la misma idea que manejó la Suprema Corte de Justicia, que tenía sus ideas muy definidas cuando 
mandó hacer este proyecto a los jueces que colaboramos y era la idea que tenía el Instituto cuando renunció a 
cuestiones académicas, que podrían haber demostrado un mejor nivel intelectual, en aras de que el proyecto 
saliera adelante, porque parecía más importante ofrecer a la ciudadanía un proceso mejor. Si no digo esto, me 
parece que no nos enfocamos y podemos seguir peleando eternamente, porque ni los integrantes de la 
Comisión, ni la Suprema Corte de Justicia, ni los integrantes del Instituto, ni los delegados de la Corte 
reunidos con el Instituto estuvimos de acuerdo; simplemente renunciamos a las posturas más extremistas -que 
considerábamos ajustadas si no, no las hubiéramos defendido- en aras de que el proyecto resultara aprobado. 
Quiero decir esto, porque está en manos de los legisladores ver cuánto vale seguir discutiendo el proyecto o 
que, por lo menos, algunas cosas empiecen a caminar mejor; después siempre hay posibilidad de arreglar 
algo. 


SEÑOR ORRICO.- Es un placer recibir a la doctora Klett, con quien fuimos compañeros. Es una gran 
jurista que, por suerte, cuando la llamamos siempre viene. 


Esta visita tiene dos objetivos. Por un lado, una evaluación general en cuanto a qué opina la doctora Klett y 
las personas que representa, sobre las modificaciones que se hicieron en el Senado al proyecto originalmente 
presentado. Esto tiene un trámite que es fácil de explicar: o lo aprobamos en la Cámara de Representantes o 
hay que ir a la Asamblea General, donde no se sabe qué va a pasar. Esta es la razón, por una vieja concepción 
de que para que sea aprobado en la Asamblea General se necesitan dos tercios de votos y nadie sabe por qué. 
Tal vez sea por aquello de la Cámara alta y la Cámara baja; entonces los de la Cámara alta ponen una especie 
de veto a los Diputados para que no puedan aprobar determinadas cosas. 


Por otro lado, es cierto que hay dos artículos muy importantes que han sufrido algunas modificaciones en el 
Senado. Me refiero al artículo 25, ya que no es menor que el proyecto aprobado por la Cámara de 
Representantes diga "se deberá aplicar la regla de derecho" y que el del Senado diga "aplicar la regla de 
derecho positivo". He discutido mucho esto con mi gran amigo el doctor Van Rompaey y justamente el 
problema es qué alcance le da cada uno a la filosofía del derecho en la integración del derecho. Ese es el tema 
de fondo. 


El otro artículo tiene que ver con la capacidad. 


Quiero aclarar que estoy dispuesto a aprobar este proyecto así como está, porque me parece que tiene que ser 
rápido. De todos modos, con honestidad creo que la redacción dada por la Cámara de Representantes era 
mucho más precisa que la del Senado. Digo esto, porque he ejercido la profesión durante mucho tiempo y sé 
que algunas de las cosas que se habían explicitado en el proyecto aprobado por la Cámara de Representantes, 
de alguna manera en los Juzgados a veces hay que empujar mucho para que se den. 


En definitiva, me gustaría conocer la evaluación general de la doctora Klett, quien ya adelantó que si 
seguimos discutiendo, podríamos hacerlo eternamente. El derecho procesal parece una cosa muy automática 
y mecánica, pero también hay mucha ideología. 


Además, me gustaría que nos detuviéramos en los dos artículos que me parece son los que nos han "alterado" 
-entre comillas-, en la medida en que estábamos bastante orgullosos de lo que habíamos hecho. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco la presencia de la doctora Klett. Siempre es edificante poder 
intercambiar impresiones sobre estos temas con una persona altamente calificada. 


La preocupación es que la modificación realizada en la Cámara de Senadores al artículo 32.2 del proyecto 
aprobado en la Cámara de Representantes, según mi interpretación da a entender que el Código General del 


Proceso había sido modificado por el Código de la Niñez y la Adolescencia, en lo que tiene que ver con los 
derechos de niños, niñas y adolescentes. Si nosotros modificamos y ratificamos la redacción sobre "curador 
ad litem", para mí es obvio que estamos modificando el Código de la Niñez y la Adolescencia en cuanto a los 
aspectos procesales. Por lo tanto, lo sustancial es incorporar los derechos de niños, niñas y adolescentes en el 
proceso de acuerdo con la lógica de que ya no son más objetos de derecho, sino que pasan a ser sujetos de 
derecho. 


En 2004 por unanimidad el Parlamento nacional, sin pretender hacer la gran obra, aprobó ese Código. 
Entonces, sin pretender hacer ninguna obra maestra, la idea es ratificar en 2013 lo que aprobamos en 2004. 
No obstante, si volvemos a la lógica del Código General del Proceso, me parece que estaríamos borrando los 
avances del Código de la Niñez y la Adolescencia. Es más, si no hubiéramos dicho nada se podría decir que 
por una ley especial se mantenían los derechos en el proceso, pero como en el trámite parlamentario se 
incorporó, se aprobó en la Cámara de Representantes y se quitó en el Senado, alguien puede argumentar que 
la voluntad del legislador es volver a la lógica interpretativa del Código General del Proceso sin tomar en 
cuenta los elementos establecidos en el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Por lo tanto, desde mi punto de vista, teniendo presente que nuestros ilustres magistrados integrantes del 
Poder Judicial tienen una visión conservadora por formación en todas las áreas del Derecho, empezando por 
la Suprema Corte de Justicia, una innovación debería ser expresa. Por consiguiente, no estoy conforme con la 
decisión de la Cámara de Senadores y me gustaría saber la opinión de la doctora Klett en cuanto a cómo 
queda el punto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en el proceso. 


SEÑORA KLETT.- Voy a empezar por el artículo 25. 


Yo no le daría tanta trascendencia a la modificación. El artículo 25 tal cual estaba, con la expresión derecho 
positivo subrayada -como diciendo ¡ojo! con lo que hacen ustedes- a los Jueces no nos gustó y lo sacamos. 
Fue uno de los primeros artículos que modificamos con conciencia y voluntad, pensando en que hacíamos un 
avance. En ese momento, establecimos que se eliminaba el adjetivo "positivo" por ser evocativo de una 
concepción jurídica positivista que no era la orientación del CGP ni de la Constitución. O sea que teníamos 
bien claro que había que sacarlo. Ahora bien, llevamos más de veinte años aplicándolo de la manera más 
amplia posible. 


Podemos hablar de grandes jueces que lamentablemente se retiraron, que lo aplicaban, como nos enseñaron 
todos los procesalistas -Viera, Gelsi, etcétera-, en cuanto a que la Constitución está primero y el sistema en 
forma concomitante. El Derecho es uno solo y el derecho procesal no escapa, sino que es un instrumento. Por 
lo tanto, hay que interpretarlo con onda, como dicen los muchachos, dentro del marco constitucional 


Entiendo la argumentación de los colegas en cuanto a que habíamos avanzado y ahora vamos marcha atrás. 
De todas formas, hay que poner en la balanza y ver qué conviene: si salimos a mejorar los tres tipos de 
apelación para cada cosa o si nos trancamos acá. Durante más de veinte lo aplicamos a nuestro leal saber y 
entender agregando el término "positivo". Por supuesto que entendemos -y no debe escapar al Cuerpo, que 
conoce al doctor Van Rompaey-, que esta eliminación también tenía un sello por ese lado. Para que los 
legisladores se queden tranquilos reitero que aunque el "positivo" esté remachado ahí, los Jueces no nos 
quedamos con eso; por lo menos quienes tenemos la formación que no piensa que el derecho procesal es la 
vida. La vida está en otros Códigos y la vida que eligió la nación uruguaya está en la Constitución. Por lo 
tanto, para la gran mayoría de los Jueces el hecho de sacar o poner el término "positivo" no cambia nada. Si 
bien coincido con la redacción que trajimos y con la que elaboró esta Cámara, me parece que no nos va la 
vida en ello. 


Por otra parte, hacer referencia al artículo 32 es hablar de una suerte de disputa, porque no podemos tapar el 
sol con un dedo. Todos sabemos quién propuso la modificación del artículo 32 en su momento y cómo se 
trabajó en el Parlamento para que esa modificación salga adelante. Sé que se hizo con la mejor buena 
voluntad y con la intención de que todo mejore, pero en realidad esa modificación no vino ni de los 
integrantes de la Corte, que tenía sus representantes específicos en materia de familia, ni del Instituto que 
tiene abogados que ejercen en familia todo el tiempo. En su momento, la única modificación del artículo 32 
era eliminar lo que tiene que ver con el emancipado que no existe más pues solo existe el habilitado por 
matrimonio y mantener la asistencia cuando se estuviera habilitado por matrimonio, pero no se tuviera la 
mayoría de edad. Como muy bien dijo el señor Diputado Michelini de alguna manera esto quedaba 


compatibilizado naturalmente con el artículo 8” o con otros artículos del CNA o de los Tratados 
internacionales. 


Lo único que tenía era nuestra redacción del artículo, a la que llegamos por un acto de inflexión de la 
Suprema Corte de Justicia, que dijo que si ese era el punto se aceptaba el proyecto propuesto por el doctor 
Pérez Manrique y con ese mandato -que no era de la Suprema Corte de Justicia y es Importante destacarlo-, 
los delegados de la Suprema Corte de Justicia en la Comisión bipartita con el Instituto dijimos: "Bueno, está 
bien. No hagamos cuestión por esto si acá no nos va la vida". En definitiva, ¿qué establece el artículo? Que 
actuarán asistidos de curador cuando lo requieran las normas generales, y reconoce lo que se determina en los 
tratados, derechos que aunque no figuren en el Código General del Proceso son reconocidos. Todo lo que es 
ley o normativa que reconoce un derecho debe ser aplicado por mandato directo de la Constitución por las 
autoridades competentes; por lo tanto, da lo mismo que se lo establezca o no. 


En el artículo 32, advierto una redacción que no había visto con anterioridad, lo que me llama la atención. No 
seguí todas las modificaciones del proyecto; simplemente, prendí una vela todos los días de mi vida para que 
lo aprobaran. Ahora, me encuentro con un artículo 32 que excede largamente lo que quiso regular el viejo 
Código General del Proceso y lo que propuso la Comisión integrada por la Corte y el Instituto, e introduce 
una serie de normas que, quizás, son propias del Código de la Niñez y la Adolescencia; inclusive, creo que 
algunas de estas disposiciones están en el Código de la Niñez y la Adolescencia o en algunas de las 
convenciones que nos rigen. Creo que se introducen en este artículo disposiciones que están en otros cuerpos 
normativos. Los jueces que están trabajando en familia y los abogados que ejercemos en esa materia 
podremos decir si esto causó problemas. Me planto en el lugar que me fijé desde el principio: si no había 
problemas, ¿para qué generar un problema interpretativo? Considero que estos son derechos que están 
consagrados en normas de rango superior. Hasta el viejo Código de Procedimiento Civil de 1878, establecía 
que los hijos podían litigar contra los padres y que, para ello, debían acudir al nombramiento de alguien que 
los representara; si a ello sumamos todas las disposiciones que tenemos en la Constitución, las convenciones 
de los niños, niñas y adolescentes -nuevas y aprobadas recientemente- y el Código de la Niñez y la 
Adolescencia me parece que estamos bien. Nosotros no habíamos visto esta redacción. Quizás, me 
impresionó ver un artículo 32 ampliado; es como si se hubiera tenido otro cuerpo normativo y se lo puso aquí 
dentro. La certeza que tengo es que en esta materia nunca hubo problemas en la práctica. Cuando surgen 
problemas, las sedes de familia nombran a un asistente, representante o defensor del niño para que lo asista - 
sucede cada vez con mayor frecuencia-, cualquiera sea la edad que tenga; o sea, esto ha funcionado bien. Me 
parece que con esto no se deroga nada. En la convención ya se establece que el niño debe ser oído, que se 
debe tomar su opinión y que a partir de los doce años no se los debe obligar a ver al padre -todos lo 
sabemos-; eso está consolidado por la práctica. La evolución de los chiquilines nos fue haciendo cambiar la 
práctica forense y se fue interpretando racionalmente lo que estaba en las normas. No sé si el establecimiento 
de estas disposiciones generará más problemas. Asimismo, el artículo 350.2 del Código General del Proceso 
se establece: "En las pretensiones relativas a la materia de familia, el criterio básico [...] consistirá en la 
promoción de la familia y de sus integrantes, en especial de los más desprotegidos [...]". O sea, por todos 
lados hay normas que los protegen. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero explicitar mi pensamiento, por supuesto, sin ánimo de polemizar. 


Si no entendí mal, no genera demasiada preocupación una formulación u otra; inclusive, si se aprobara la 
formulación que hizo la Cámara de Representantes, la doctora ve otras puertas, lo que a mí se me escapa. 


Lo cierto es que podemos asumir que todo funciona relativamente bien, que se aplican los códigos y las 
normas internacionales y que hay una interpretación razonable de la Constitución de la República o podemos 
asumir que es necesario clarificar -yo creo que para eso está la ley- e indicar al juez un camino a seguir. En la 
medida en que utilizamos el lenguaje, nunca vamos a poder obviar -mal sería que eso sucediera- que el juez, 
en su circunstancia, interprete la norma, porque no es un aplicador de fórmulas, sino que hace una tarea de 
interpretación. 


Al aprobar la Ley N* 15.982, que establece el Código General del Proceso vigente, sin tener en cuenta, en 
ningún espacio, la modificación sustantiva y conceptual -desde mi punto de vista- del Código de la Niñez y la 
Adolescencia y tomando en consideración el argumento esgrimido con relación al artículo 350, en el que se 
hace referencia a la familia en general, cuando el concepto de familia ha cambiado sustancialmente desde que 
se escribió ese artículo, desde mi perspectiva, se debe hacer una remisión expresa, explícita e inequívoca al 


Código de la Niñez y la Adolescencia. Se podría haber hecho una referencia genérica al artículo 8”, al 
artículo 1* o al Código en general, pero utilizamos esta explicitación por el convencimiento de que debería 
haber una claridad en cuanto a no permitir al juez que se aparte de la interpretación de las normas 
constitucionales, de la interpretación de la ley, de la interpretación del Código, y en cuanto a decir al juez que 
al momento de tomar una decisión que afecte los derechos del niño o del adolescente, debe tomar en cuenta, 
primordialmente -en la medida de lo posible-, esa opinión. 


Me parece que la redacción del artículo 32.2, incorporando o manteniendo la categoría de emancipado, 
implica un retroceso. Puede que no pase nada; la vida es mucho más que la norma. Para mí, el derecho no es 
un valor; lo que es un valor es la justicia, como decía el doctor Couture. En ese sentido, por la Ley N* 15.737 
se aprobaron las normas contenidas en el Pacto de San José de Costa Rica, pasando a ser ley nacional -al ser 
ratificadas-, pero todos sabemos lo que pasó y cuál es la práctica que se lleva a cabo, hasta el día de hoy, con 
relación a los contenidos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 


Como bien fue planteado, se debe adoptar una decisión política en el sentido de agilizar esto, hacer un 
proyecto alternativo que lo rectifique o no hacer nada. Esa será una decisión nuestra, no de la invitada, a la 
que mucho agradecemos su aporte. 


SEÑORA KLETT.- Me parece que con esta redacción parca, la otra normativa no queda derogada; 
está igualmente vigente, a pleno. 


Entiendo que se quieran compatibilizar los cuerpos normativos; es más, después de este Código General del 
Proceso habrá que hacer otro para traer los ochocientos procesos que tenemos sueltos y lograr algo 
unificador. Pero si quisiera ser mala, diría que como el legislador, que es el que tiene el poder, establece que 
los niños y adolescentes tienen el derecho a ser oídos por el tribunal, puedo sentar a un niño de dos años en 
un tribunal y decirle: "Hablá". Traigo esto a colación porque se preguntó -no recuerdo si lo hizo la señora 
Diputada Tourné o el señor Diputado Orrico- cómo serían oídos los niños. No se trata de ser oídos, sino de 
obtener la versión en la forma adecuada; eso se podría haber determinado. Entonces, cada término tiene un 
pro y un contra. 


La disposición "A ser oídos por el tribunal, bajo pena de nulidad absoluta de las actuaciones” ya está 
determinada en otro lado; por lo tanto, va a haber nulidad. También es sabido que la opinión del niño y 
adolescente debe ser tomada en cuenta; desde hace muchos años, dejó de ser objeto para pasar a ser sujeto de 
derechos. Asimismo, se hace referencia a la asistencia letrada, al curador, lo que ya está en la vieja redacción. 


Se establece que los niños y adolescentes podrán recurrir directamente. Eso me parece un poco complicado. 
¿El niño que no sabe Derecho recurrirá? Estoy leyendo el proyecto con el corazón, poniendo la mejor 
voluntad para colaborar con ustedes para que tomen una decisión. ¿A un niño de diez años lo consideramos 
lúcido, con la autonomía progresiva -todavía no se puede casar, por suerte; menos mal que derogaron esa 
norma-, y lo dejamos recurrir solo? No; va a tener que recurrir con un abogado. 


Con esto quiero trasmitir que, en mi opinión, el artículo 32, con el error del emancipado, mantiene en vigor 
todo lo otro. En la propuesta de la Corte y del Instituto esta disposición quedó corta -se ve que no les 
convenció esta frase genérica-, por lo que decidieron ir un poco más allá y formular los derechos, lo que no 
está nada mal. Pero en esta situación, tengo la certeza de que el artículo 32 que fue propuesto en el proyecto 
anterior, no impide aplicar nada, de la misma forma que se aplica desde la vigencia del Código de la Niñez y 
la Adolescencia hasta ahora. Si se dice que se aplica mal, se está hablando de la práctica forense, y todos los 
días vemos errores en todos lados. Entiendo que habría intención de que fuera mejor, pero la modificación no 
me parece determinante, manteniendo todo lo demás ultra vigente. Asimismo, el artículo 350 del Código 
General del Proceso hace referencia a los más desprotegidos, que obviamente son los niños, los adolescentes, 
los ancianos y los discapacitados. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero apoyar la inquietud del señor Diputado Michelini -muy oportuna- 
para marcar rumbos de interpretación en el futuro, en función de lo que queda constancia aquí y 
señalar que veo una coincidencia con lo que dice la doctora Klett. Por mi parte, quiero colaborar en ese 
sentido para dar garantías. 


Desde nuestro punto de vista, es correcta la interpretación en el sentido de que siguen vigentes, aun con esta 
modificación, y se siguen aplicando la Convención Internacional y el Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Esto era lo que se venía haciendo y, precisamente, no había generado problema alguno. Por lo tanto, para dar 
garantías y tranquilidad y para dar una versión que se sume, decimos que entendemos que con esta redacción 
sigue vigente el Código de la Niñez y la Adolescencia y la Convención Internacional. 


SEÑORA TOURNÉ.- A título de aclaración, quiero decir a la doctora Klett que no recuerdo haberle 
formulado la pregunta, pero no importa: últimamente me hago cargo de tantas cosas que una 
preguntita más... 


(Diálogos) 


Estoy de acuerdo con el criterio que se manejó en esta Comisión con relación al artículo 32.2, como lo 
explicitaba el señor Diputado Michelini, pero quiero ser muy franca: me parece que no podemos quedar 
entrampados en un artículo cuando -para mí- lo prioritario es la modificación y entrada en vigencia del 
Código General del Proceso. Desde la primera reunión que tuvimos en este ámbito con la Suprema Corte de 
Justicia, aplaudimos la iniciativa, porque cortaba varias chicanas. Además, entre otras cosas, habilitaba 
derechos de la víctima, lo cual no había sido tenido en cuenta anteriormente, y era un paso. Me parece que en 
este caso, como en muchos otros, existe inorganicidad. Por ejemplo, en lo penal, hay un Código y muchas 
normas por fuera de él; en esto pasa más o menos lo mismo: es difícil poner todo en un texto. Aunque 
preferiría lo explicitado, tal cual lo voté, me parece que podríamos dejarlo sentado en Cámara, pero que no 
sea un obstáculo para votar las modificaciones porque, a mi entender, lo prioritario es que comience a regir el 
nuevo Código General del Proceso, que es una de las grandes trabas, tanto para la ciudadanía como para 
quienes trabajamos en esto. 


SEÑORA KLETT.- En el artículo 35 hay una frase rara, que dice: "[...] La comparecencia del 
emplazado como sucesor no podrá tomarse por sí sola como aceptación de la herencia". Es una frase 
inverosímil, no le saca ni le pone nada al artículo. Este agregado allí va a llamar a que la gente quiera 
Opinar y si cada cosa que se agrega va a llamar a que la gente quiera opinar... Que yo siga el proceso 
que le iniciaron a mi padre o a mi madre no significa que acepte la herencia. Son dos procesos distintos. 
Me parece que esa frase sobra, pero si son felices dejándola, se puede dejar. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Considero que esa frase es importante y me inclino por aceptarla. El Código 
Civil establece que el primer acto del heredero, sin aclarar que no acepta la herencia a beneficio de 
inventario, genera esa situación, y normalmente eso sucedía. A los colegas se les escapaba que apenas 
compareciera un heredero en cualquier proceso o acto referido a la herencia, sin la aclaración de que 
era a beneficio de inventario, se entendía que la aceptaba pura y simplemente, con lo cual generaba 
una unificación de patrimonios que tenía consecuencias importantes 


De manera que bienvenida la aclaración, porque evita esas distracciones que a veces se cometían. Por la 
indicación del Código Civil esto sucedía muy frecuentemente y se terminaba aceptando la herencia. Por 
ejemplo, algunos acreedores reclamaban que se había aceptado la herencia pura y simplemente y que, por lo 
tanto, asumían todas las responsabilidades del difunto. 


SEÑORA KLETT.- No comparto esa interpretación en lo más mínimo porque la persona que 
comparece en el proceso está contribuyendo con la administración de Justicia para continuar con el 
proceso. A una persona que llamamos para colaborar en el proceso, que no tiene más voluntad que la 
de colaborar con la Justicia que lo llamó, no le podemos atribuir una voluntad que tiene que ver con el 
manejo de la herencia. Esa es una interpretación. De todas maneras, si esa frase ayuda, no está mal. 
Aclaro que jamás hubiera interpretado esto de esa manera. 


SEÑOR BAYARDI.- La doctora Klett puede quedar tranquila porque, dado que nuestra Constitución 
salvaguarda el derecho al veto de los Senadores, esta bancada de Diputados ha elegido otro camino: el 
de legislar hoy y modificar mañana para no ir a la Asamblea General y admitirle el veto a los 
Senadores. De esa manera, algún día lo podremos cambiar y, en todo caso, la Asamblea General deberá 
resolver por mayoría absoluta de los miembros o componentes de cada una de las Cámaras y así la 
voluntad quedará consagrada. 


Nosotros trabajamos un año con ustedes sentados allí; sin embargo, los Senadores, que tiene cada uno cuatro 
Comisiones, aprobaron el proyecto de forma más rápida. 


(Diálogos) 


Sobre el artículo 89, nosotros sí que discutimos; se ve que nosotros gastamos muchas reflexiones sobre 
los problemas que se dan. Nos parecía que limitar la publicación solo a lo informático alejaba de la 
posibilidad de enterarse a un conjunto importante de ciudadanos, de manera que analizamos la realidad en el 
Uruguay y lo dividimos entre Montevideo y el interior. Si en un diario duraznense, por ejemplo "El 
acontecer", publico un edicto solo allí y en cualquier página -en la deportiva o en la jurídica- aparece el 
nombre de José Bayardi -no soy de Durazno, pero supongamos que así sea-, al otro día hay cuatro vecinos 
que me paran y me dicen: "Te vi en el diario". De sustituir las publicaciones en diarios locales por la 
inclusión en la red informática del Poder Judicial no veo que exista probabilidad de que el individuo que debe 
ser notificado se pueda llegar a enterar. Es como tirarlo en la vieja estructura del éter; avisamos en el éter 
para que alguien pueda bajar una notificación y un edicto. 


Este sí es un tema que nosotros discutimos para brindar garantía al administrado y era mucho más garantista 
la redacción que le habíamos dado en esta Cámara porque exigía la publicación en el Diario Oficial y en otro 
periódico de la localidad, entendiendo el término "localidad" no solamente en un sentido restrictivo, porque 
me refiero a la prensa de los departamentos, que se distribuye en las distintas localidades. Además, 
agregamos la red informática para determinarlo como avance y que puede ser utilizado desde el punto de 
vista procesal. Entonces, esto ahora quedó así: "La publicación de ese otro periódico podrá sustituirse" -o sea 
que ya lo eliminamos- "por la inclusión en la red informática del Poder Judicial [...]". Creo que esto debilita 
la garantía que pretendimos darle cuando lo discutimos y lo dejamos incorporado en el proyecto de ley. 
Llegamos a intercambiar al respecto con ustedes mismos; acá fue muy discutido y pusimos una cantidad de 
ejemplos de realidades departamentales. 


Digo esto porque sí bien no obsta a terminar de aceptar las modificaciones para no trancarnos y sacarlo ya, no 
es menos cierto que, de acuerdo con la importancia que le demos, puede llevar a que apenas haya número de 
ley, estemos haciendo algún otro agregado o modificación para corregir las debilidades que podamos haber 
visto respecto a lo aprobado por el Senado. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- De estas conversaciones y constancias surge mucho material para los Jueces y 
también para los abogados. 


Me refería a que es algo beneficioso porque específicamente en el artículo 1062 del Código Civil -que creo es 
derogado o especificado por el agregado que le hizo el Senado, que nosotros decimos que es bueno-, se 
establece: "La aceptación pura y simple puede ser expresa o tácita.- [...] y tácita, cuando el heredero ejecuta 
un acto que supone necesariamente su intención de aceptar y que no hubiera tenido derecho de ejecutar, sino 
en su calidad de heredero". De manera que cualquier comparecencia sin aclarar que se hace a beneficio de 
inventario es una aceptación pura y simple. 


SEÑORA KLETT.- El artículo 89 surge del proyecto del Instituto y de la Suprema Corte, de manera 
que mucho no puedo decir porque tendría que repensar en qué condiciones aceptamos eso. 


Acá hay mucha gente del interior; yo soy del interior, de una localidad muy chica, y casi siempre estoy atenta 
a las cuestiones que puedan perjudicar. Pero se ve que, en su momento, no nos pareció mal esa sustitución. 
En realidad, la gente tampoco lee el Diario Oficial. 


SEÑOR ORRICO.- Por eso se incluye el diario local. 

SEÑOR BAYARDI.- La gente lee más el diario local que el nacional. 

SEÑOR ORRICO.- Quiero hacer una acotación más. Uno, que ha viajado muchísimo por el Uruguay - 
sé que la doctora Klett es de Colonia, de la localidad de La Paz-, sabe que la prensa del interior no solo 


significa algo porque sea leída -que lo es por muchísima gente-, sino por todos los comentarios que 
genera. Entonces, allí habría una mayor difusión que la que se da con un sistema que no sé si en este 


momento llega a la mitad de la población. En lo personal, nunca abrí en mis computadoras -tengo más 
de una- ninguna cuestión relativa a comunicaciones de este tipo; no creo que haya mucha gente que las 
abra. 


En cuanto al Diario Oficial, por lo menos en determinados actores, se lee bastante más de lo que uno cree. 
Recuerdo que hace muchísimos años, cuando trabajaba de cadete en la "Coca Cola", había una funcionaria 
estudiante de derecho cuya misión, entre otras cosas, era leer el Diario Oficial, porque allí podían aparecer 
desde registros de marcas hasta otros elementos en los que podría estar involucrada la empresa. 


Me parece que esto hubiera sido muy importante; en realidad en esto sí se aplica aquello de que "lo que 
abunda no daña". Nadie estaba diciendo: "No utilizar los nuevos instrumentos electrónicos". No hay por qué 
sustituir los elementos que ya están. Sería como suprimir el correo cuando la gente sigue escribiendo cartas. 
Entonces, ¿por qué suprimirlo? 


SEÑOR CERSÓSIMO.- De todas formas, lo que acá se consagra es una autorización a sustituirlo: 
podrá; se hará, o no, cuando reúna las garantías. Además, ello se aplica cuando no se conoce el 
domicilio. De manera que la garantía de tomar conocimiento es agregar un gasto más al justiciable, 
también hay que pensar en él; no solo en el titular de un periódico, sino en quién tiene la necesidad de 
recurrir a la Justicia y obtiene el mismo efecto de poner en conocimiento de la otra parte a través de 
medios electrónicos que van evolucionando y, por lo tanto, cuando se llega a una etapa de satisfacción 
podrá sustituirse un sistema por otro. 


SEÑOR MICHELINI.- En cuanto al artículo 89 de la versión del Senado no sé si el Poder Legislativo 
puede delegar en otro Poder, vía reglamentación, en una cosa tan importante como es la notificación de 
persona indeterminada o incierta en un juicio. Por lo menos para mí, es muy dudoso que, vía 
reglamentación, pueda modificarse un elemento esencial a los efectos de ser compelido judicialmente. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Pienso que no se trata de una delegación porque le está diciendo en qué podrá 
sustituirlo y cuándo. No lo deja librado a un criterio indefinido, sino concretamente en la red 
informática. 


SEÑORA KLETT.- El Parlamento ha efectuado delegaciones de mucho mayor envergadura. Me 
refiero a la creación de los Juzgados y al permiso que le ha otorgado el Parlamento a la Suprema Corte 
de Justicia para asignarle la competencia, lugar de ubicación, etcétera. En todo caso, esa sí me parece 
una delegación, con la que estoy totalmente de acuerdo y me pareció muy oportuna, lleva más de veinte 
años. Esto es algo menor. 


En términos de aplicación, le digo a mi ex condiscípulo, el señor Diputado Orrico, que los que leen todo el 
tiempo son los bancos; tienen funcionarios para leer. 


Entonces, para ponerle onda -como dicen los chiquilines-, los casos de persona indeterminada o incierta en 

Ed 

general son las prescripciones, con las que se corre mucho riesgo. La gente ahora está sumamente avispada 

porque como hay una suerte de banda de personas que están utilizando ese mecanismo de tan buena madera 

de que alguien que era poseedor lograra al cabo de treinta años transformarse en propietario y lo usan para 

hacerse ricos, la gente está totalmente avispada y ya no se prescriben no sé cuántos miles de hectáreas en La 
y 

Paloma. Ya no sucede, aun cuando no haya periódico local, porque es un "boca a boca" y se comenta: "Vino 

gente rara; vinieron unos polacos o unos franceses". 


Entonces, reconozco que nosotros nos hemos equivocado y que hubiera sido mejor mantener el periódico 
local. En donde tengo constancia de que se arma un nudo feo es en las prescripciones adquisitivas de 
espacios impresionantemente importantes. Ahí la gente se aviva y va al Juzgado y dice: "Acá hay algo que no 
anda bien", intervienen las Intendencias, etcétera. Lo digo por los casos que yo he tenido. 


Entonces, quizás en algún momento se pueda volver a la redacción original de la localidad. De lo contrario, 
como decía el señor Diputado Cersósimo, se podría abogar ante el órgano judicial para que en ese caso no 
utilice la sustitución. Por la vía de la interpretación se puede advertir que esto es algo nuevo; en algún 
momento se van a estar implementando los cursos de capacitación para que la gente aplique el Código, y 


diremos: "Bueno; apliquen con cuidado esta norma, porque habrá que ver qué pasa en las localidades 
pequeñas, que están más prendidas de los diarios locales o departamentales". Yo lo veo por ese lado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos hacer una consulta a la doctora Klett sobre el artículo 401.1, 
donde se agregan los laudos arbitrales. 


(Diálogos) 


SEÑORA KLETT.- Creo que no hay ningún inconveniente en cuanto al artículo 401.1. Digo lo que me 
parece. Los señores legisladores saben que los laudos arbitrales están equiparados a la sentencia en 
forma total y son como sentencias. Además, saben que en la actualidad, el Estado acepta cada vez más, 
la jurisdicción arbitral. Cuando nosotros estudiábamos, no, pero ahora sí, De todas maneras, con lo 
que teníamos se podía interpretar, porque como al laudo le cae el mismo estatuto que a la sentencia, la 
misma toga, el mismo uniforme, entonces, lo que se podía hacer con la sentencia se podía hacer con el 
laudo. Acá lo explicita, y capaz que es porque en la modernidad el Estado participa en jurisdicción 
arbitral. Cuando yo estudiaba, que el Estado fuera a la jurisdicción arbitral no existía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si la doctora Klett quiere hacer alguna consideración final. 


SEÑORA KLETT.- Sí me gustaría dejar dicho que me ha dado mucha alegría colaborar con esta 
Comisión en particular, a la que he venido tantas veces. Me da mucha alegría como ciudadana, más 
allá de mi condición de jueza, ver un Parlamento que se ha preocupado y que ha intentado sacar 
adelante un proyecto que creo que mejorará la Justicia, poniendo en términos más éticos algunas cosas 
que estaban mal. Me refiero concretamente -ya lo he dicho otras veces, fui muy clara en todas las 
ocasiones en que vine- a algunas inconductas de los propios Magistrados, que es el punto de arranque 
de esto, que lo plantea la propia Suprema Corte de Justicia. 


Así que, como ciudadana, me parece que es interesante conocer directamente cómo trabaja el Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
agradece una vez más la presencia de la doctora Klett. 


(Se retira de sala la doctora Selva Klett) 


De acuerdo con lo que planteamos al comienzo de la sesión, incorporamos al estudio de la Comisión los 
dos recursos que tienen plazo constitucional para evacuar las consultas correspondientes. 


SEÑOR ORRICO.- Voy a referirme al recurso que tiene que ver con el proyecto Antel Arena. 


Este recurso se regula por dos disposiciones. El artículo 303 de la Constitución -en esta Comisión tenemos 
suficiente experiencia como para extendernos sobre su contenido-, y la Ley _N” 18.045, que reglamenta cómo 
se interpone el recurso. Esta ley tuvo como fundamento que en determinado momento había discusiones muy 
grandes sobre qué requisitos debían cumplir los recursos, hacia dónde debería dirigirse, etcétera. Por ejemplo, 
algunos administrativistas sostenían que el recurso no debía ser presentado directamente ante la Cámara de 
Representantes, sino ante el órgano que había dictado el acto y recién después venía para acá, hecho que 
colide claramente con la práctica que la Cámara de Representantes ha tomado desde que este recurso empezó 
a ser empleado. 


El artículo 303 estuvo en la Constitución durante muchos años sin que nadie se enterara, hasta que fue usado 
por primera vez contra un decreto de regulación de la contribución inmobiliaria de la Intendencia de 
Montevideo en tiempos del Intendente Tabaré Vázquez. A partir de ahí, se empezó a tomar cierta práctica con 
el manejo de este instituto. 


Por otra parte, la Ley N* 18.045 establece que el recurso se interpondrá directamente ante la Cámara de 
Representantes. Asimismo, señala algo que es muy importante, que se denomina forma y contenido de la 
demanda, que de alguna manera está inspirado en una disposición similar contenida en el Código General del 


Proceso. Allí se establece cómo deben presentarse los recurrentes. Hay que recordar que puede haber dos 
tipos de recurrentes: los que se presentan con mil firmas o los que se presentan por un tercio de Ediles de la 
Junta Departamental. El artículo 2* de la Ley N? 18.045 establece: "El recurso se interpondrá por escrito" - 
primera formalidad; no es oral, es escrito- "el que deberá contener: 1) Nombre de los recurrentes, serie y 
número de su credencial cívica y el domicilio constituido a los efectos del procedimiento [...]". En el caso 
que nos ocupa, la falla está en uno de los requisitos de validez de admisibilidad de la demanda porque 
quienes recurren lo hacen sin mencionar su credencial cívica. 


A su vez, hay que tener en cuenta el artículo 3" de la Ley N* 18.045 que establece sin que haya lugar a duda 
alguna -recuerdo que esta ley fue votada por la unanimidad de la Cámara de Representantes- que cuando 
faltan los requisitos de admisibilidad del recurso, este debe ser rechazado sin considerar el punto del asunto. 
Textualmente dice: "La Cámara de Representantes examinará en primer lugar si se han cumplido los 
requisitos de admisibilidad del recurso.- Verificado el incumplimiento, el recurso se rechazará de plano sin 
considerar el fondo del asunto". Y todavía, por las dudas que alguien pensara que en el artículo 2” no 
estuviera claro, dice: "Asimismo, el recurso se tendrá por no interpuesto si faltan algunos de los requisitos 
establecidos en el artículo 2*". 


Además, hay que tener en cuenta que el artículo 303 de la Constitución establece que un recurso de esta 
naturaleza tiene efectos suspensivos, por lo menos en la interpretación que yo hago, que no es universal. No 
todos sostienen lo mismo. Hay algunos teóricos que sostienen que en el caso de los Ediles no hay 
interrupción. No obstante, yo creo que la Constitución establece que hay suspensión y, por lo tanto, esto tiene 
un efecto jurídico inmediato por el solo hecho de interponer recurso, que es detener algo. En consecuencia, 
esto está provocando efectos que no son buenos. 


Por consiguiente, la bancada del Frente Amplio ha decidido, en primer lugar, rechazar de plano el recurso tal 
como establece la ley y, en segundo término, convocar a sesión extraordinaria para el martes próximo a 
efectos de dilucidar esto. 


Es distinta la situación con el otro recurso presentado, porque el efecto suspensivo no tiene valor ya que lo 
que reclaman los accionantes de Soriano es que el Intendente no hizo algo. Por lo tanto, no hay problema con 
que esto continúe y luego se analizarán las cosas como corresponde. 


Además, quiero agregar algo más, porque junto con la señora Diputada Tourné y los señores Diputados 
Bayardi y Michelini hemos integrado esta Cámara desde los años 1990 y 1995. En ese sentido, hemos tenido 
enfrente muchos recursos de esta naturaleza y hemos enfrentado muchas veces a nuestra propia bancada para 
no dar apoyo a recurso que considerábamos que no eran correctos. En consecuencia, creo que hemos tenido 
una conducta que nos avala para decir que acá estamos proponiendo lo que dice la ley y la Constitución y, 
por lo tanto, esto debe ser rechazado de plano sin mayor consideración sobre el fondo del asunto. Así vamos 
a proceder y con toda lealtad lo queremos comunicar, porque en esto la inacción genera consecuencias que 
para nosotros son perjudiciales para el país, para el departamento de Montevideo, para una zona especial del 
departamento de Montevideo y para artistas, productores, deportistas y tantas personas que se van a ver 
beneficiadas con una estructura como la que se piensa montar en lo que era el viejo Cilindro. Un país que 
quiere ser turístico no puede darse el lujo de no tener un gran establecimiento donde recibir grandes 
delegaciones. Por otra parte, cabe aclarar que hay sesenta telefónicas en el mundo que tienen edificios 
similares. 


Por lo tanto, desde el fondo y desde la forma, vamos a rechazar este asunto tal como está. No tenemos ningún 
inconveniente en discutir el fondo del asunto en la sesión de la Cámara de Representantes, porque tenemos 
argumentos para eso. No obstante, jurídicamente no cabe duda de que es un recurso mal presentado y, por lo 
tanto, debe ser rechazado. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me siento tentado de comentar la forma en que fue expuesta la 
posición del Frente Amplio, pero voy a obviarlo para tratar de ir a lo sustancial. 


En primer lugar, quiero decir que si no estudié mal derecho administrativo -no voy a dar una clase-, el 
informalismo a favor del administrado ha sido siempre un claro principio que debe ser respetado. Si esto 
fuera un escrito que hubiéramos presentado en cualquier tribunal judicial del país, se nos diría que 


adjuntáramos la credencial cívica ya que es uno de los requisitos formales, pero no dejaría de tratarse el 
fondo del asunto. 


Si hay una decisión política, como con toda claridad parece que hay de parte de la bancada oficialista de no 
tratar y no entrar al fondo del asunto excusándose en este tema, es un camino. Saben que los votos están y 
una vez más lo que hacemos es ampararnos en las mayorías para no discutir las groseras 
inconstitucionalidades que hay en este caso. 


Quiero aclarar que no me parece mal que el día de mañana se construya un estadio del tipo que plantea Antel. 
Sí me parece que la Constitución de la República planifica determinados instrumentos como la Rendición de 
Cuentas en la que deberían hacerse las transferencias. En ese sentido, si Antel tiene un superávit debería 
verterlo a Rentas Generales y desde allí asignarse a la construcción de este estadio. 


Está claro que hay una decisión política de no dar el debate con esta temática. Creo que abundan las señales 
por parte del oficialismo de no querer discutir el tema y de no respetar principios de derecho administrativo 
como es el informalismo a favor del administrado. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Nos sorprende la decisión y la expresión del rechazo in limine del recurso. 
Sabemos -esto lo debe tener bien presente la bancada oficialista- que este es un derecho de las minorías 
democráticas. Siempre he escuchado desde esas filas el reclamo permanente del respeto y el espacio 
necesario para que las minorías democráticas lleven a cabo esos derechos que le son propios. 


El informalismo en favor del administrado es un principio democrático y de salvaguarda de los administrados 
que en este caso estaría siendo totalmente desconocido, porque hay una identidad clara y existe la posibilidad 
cierta de establecer la identidad de los Ediles recurrentes. La afectación del principio que es el fondo del 
asunto, es decir el principio de especificidad o especialidad que establece la Constitución es una garantía muy 
importante para que las personas jurídicas y las empresas del Estado no puedan hacer cosas diferentes a sus 
cometidos. El tema de fondo es muy importante; merece una discusión y un análisis con mayor profundidad 
por parte de esta Comisión asesora de la Cámara de Representantes. 


Por otra parte, el recurso está bien fundamentado -tiene una fundamentación muy bien recibida desde el 
punto de vista jurídico y doctrinario- y refiere a asuntos muy importantes y trascendentes, que sería bueno 
discutir. Esto no implica un cuestionamiento en el sentido de no querer tener espacios para los artistas, para 
las actividades culturales, etcétera. 


Si en otras partes del mundo hay telefónicas -no sabemos si públicas o privadas- que tienen este tipo de 
emprendimientos, se debe ver si están autorizadas en sus respectivos estatutos jurídicos para ello; nosotros 
entendemos que aquí no están autorizadas. Además, quien lo debe hacer es claramente la Intendencia de 
Montevideo. 


De manera que rechazamos completamente el hecho de que no se dé trámite y consideración al recurso 
interpuesto. 


SEÑOR BAYARDI.- En primer lugar, estoy de acuerdo con el principio del informalismo a favor del 
administrado, que tiene una característica. En general, el administrado tiende a ser un ciudadano que 
no necesariamente debe conocer sobre aspectos legales, que no necesariamente debe estar al tanto de 
los elementos del proceso o procesales. Ese principio es garantista. Inclusive, nosotros hemos aplicado 
este principio en otras circunstancias -quiero adelantarme a los hechos-; lo admitimos. Ahora, esa 
evaluación la tienen que hacer quienes tienen que abrir juicio de valor en la instancia procesal - 
equivalente esta circunstancia a una instancia procesal- y la podrán tener en cuenta o no. En este caso, 
se trata de actores políticos de primerísima línea; creo que ninguno de nuestros eventuales 
administrados recurrentes se cuece al primer hervor desde el punto de vista jurídico. Puede suceder en 
pleitos judiciales que en las instancias procesales haya desconocimiento de cualquier tipo de norma y 
sea adjudicable, entonces, el principio del informalismo a favor del administrado. Aquí estamos 
hablando de actores relevantes, algunos de los cuales podrían haber terminado siendo colegas nuestros. 


En segundo término, nosotros estamos dispuestos a discutir el tema de fondo. Pero analizando el recurso que 
presentan los señores Ediles, podría tirarlo para afuera por la cuestión de fondo, porque la Junta 


Departamental y los Ediles no tienen ninguna potestad -absolutamente ninguna- de controlar los gastos de 
Antel. La Constitución de la República no da, en ninguno de sus artículos -creo que por suerte-, la facultad, a 
la Junta Departamental de ningún departamento, de evaluar el control del gasto, la conveniencia o 
inconveniencia, oportunidad o no, de los gastos que lleve adelante Antel. No obstante, sí da la posibilidad de 
controlar los actos administrativos del Gobierno Departamental. Y el Gobierno Departamental, si hubiera 
querido, podría haber concesionado todas las hectáreas del predio del Cilindro Municipal al Diputado 
Bayardi. Lo único que tenía que hacer era tomar una resolución y pedir a la Junta Departamental la anuencia 
para concederlas o cederlas en uso por treinta años, sujeto a lo que quedara. Lamentablemente, no se las 
concedió al Diputado Bayardi sino a Antel, como bien de uso por treinta años. Por su parte, Antel presentó un 
proyecto que la Intendencia de Montevideo aceptó, que es la construcción del complejo Antel Arena. Por ese 
motivo, lo que aquí tendríamos que analizar es si corresponde o no, si está bien o no, si se ajustó a derecho o 
no, la cesión de uso que hace la Intendencia de Montevideo a un ente público del Estado. Ya se han hecho 
cesiones de predios municipales a una cantidad de marcos institucionales. 


Como creo que desde el punto de vista formal se cubrieron los procedimientos por parte de la Intendencia de 
Montevideo y no se ha apelado ninguno de los actos formales, lo vamos a rechazar, y lo haríamos aunque 
tuviéramos que entrar al fondo del asunto. A la hora de discutir el fondo del asunto, lo haremos debatiendo 
sobre sus aspectos jurídicos y también sobre sus aspectos políticos, pero reservaremos esa discusión para el 
próximo martes. 


Como en nuestra lectura hay un objetivo político de los señores Ediles, más que la voluntad de controlar la 
institucionalidad, la constitucionalidad y la sujeción a Derecho de la Intendencia de Montevideo -valoración 
que nosotros hacemos-, hemos decidido avanzar por el lado del "recursicidio" político. 


A los efectos de aplicar el "recursicidio" hoy, nos amparamos en las formalidades que expresa la Ley 
N? 18.045, que regula el artículo 303. 


Estos son los fundamentos que, en esta oportunidad, nos llevan a la decisión de aplicar la voluntad política en 
la decisión que ha señalado el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR MICHELINI.- La Ley_N* 18.045, que nos rige más allá del artículo 303 e impone a la Cámara 
de Representantes a actuar en clave de juez sobre estos recursos, sean presentados por Ediles o por 
ciudadanos del departamento, llenó un vacío legal, porque, en realidad -según tengo memoria-, se 
presentaban recursos que no tenían ningún tipo de fundamento y se hacían invocaciones genéricas al 
texto constitucional. Por eso, el numeral 3) del artículo 2” de la Ley_N” 18.045 establece: "Narración 
precisa de los hechos y señalamiento expreso de las disposiciones constitucionales o legales 
presuntamente violadas por el acto recurrido." -a continuación, se hace una aclaración explícita- "Las 
invocaciones genéricas a la Constitución y a las leyes se tendrán por no interpuestas". De alguna 
manera, se intentó encuadrar la situación y no distraer el tiempo de la Cámara de Representantes en 
un sentido distorsionante a los efectos de laudar cuestiones que debían ser resueltas en las Juntas 
Departamentales; y esta cuestión fue profusamente discutida en la Junta Departamental. 


Por otra parte, el artículo 3” de la Ley_N? 18.045 también da la posibilidad a la Cámara de Representantes de 
rechazar "in limine" los recursos cuando no se hace una aclaración precisa. Esa es la conclusión que saco de 
este recurso, sin ingresar al fondo del asunto. 


En la mayoría del recurso se hace una invocación genérica al artículo 190 de la Constitución de la República, 
que no corresponde a los cometidos del Gobierno Departamental, sino que está vinculado con un Servicio 
Descentralizado específico. 


En la otra parte, se hace una invocación al Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera. 


Más allá de los argumentos explicitados tanto por el señor Diputado Bayardi como por el señor Diputado 
Orrico en cuanto a la formalidad de la presentación de la demanda -es una demanda-, lo cierto es que, desde 
mi punto de vista, también se aplica el numeral 3) del artículo 2* de la Ley N” 18.045, por cuanto hay una 
clara invocación genérica y no una disposición puntual. 


El trabajo del que redactó el recurso demuestra el enorme esfuerzo que se hace a los efectos de la 
argumentación. 


Por lo tanto, no me siento para nada aludido cuando se dice que hay avasallamiento a la minoría; esto 
claramente va en la línea de que la Cámara de Representantes administre su tiempo correctamente, teniendo 
en cuenta lo que establece el artículo 303 de la Constitución de la República. 


El artículo 303 de la Constitución de la República no es un mecanismo que se creó para controlar a las 
empresas del Estado, sino que se estableció para que en la eventualidad de un conflicto, un número 
determinado de ciudadanos -dicho sea de paso, no es lo mismo mil ciudadanos en Flores que mil ciudadanos 
en Montevideo- o un tercio de las Juntas Departamentales pudieran recurrir, porque en el sistema electoral 
uruguayo se da una mayoría absoluta en la Junta Departamental al partido que gana el Gobierno 
Departamental. Entonces, a los efectos de corregir, eventualmente, y de no permitir islas de violación de la 
Constitución y la ley -está la discusión en cuanto a si debe aceptarse la lógica que se determina en el 
artículo 303 del doble requisito de la Constitución y la ley-, se estableció este recurso. 


Si los partidos que respaldan este recurso quieren controlar el funcionamiento de las empresas públicas, 
tienen otros mecanismos habilitados para hacerlo, si lo entienden conveniente y legítimo, como lo han hecho 
en forma reiterada, pero este no es el mecanismo para hacerlo. Además, ni siquiera tienen la atención de leer 
las normas que los obligan y nos obligan. Desde esa perspectiva, votamos con mucha tranquilidad la moción 
que presentó el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Sin duda, este tema es polémico desde todo punto de vista. 


El artículo 303 de la Constitución de la República establece un efecto suspensivo a partir de la presentación 
de este recurso, ya que el inciso correspondiente es clarísimo al respecto; esto lo digo para este caso y para el 
futuro también. Estoy de acuerdo con el señor Diputado Orrico en cuanto a que este tipo de recursos, 
presentado por Ediles, tiene efecto suspensivo, en virtud de lo que se expresa en el artículo 303. Allí se 
establece: "[...] En este último caso, y cuando el decreto apelado tenga por objeto el aumento de las rentas 
departamentales, la apelación no tendrá efecto suspensivo [...]". A contrario sensu, los que son presentados 
por Ediles y no tengan por objeto el aumento de las rentas departamentales, tienen efecto suspensivo. Eso es 
clarísimo, y lo digo para este caso y para el futuro, cualquiera sea el recurso que se presente. 


Ahora bien, la resolución de la Intendencia de Montevideo respecto a la cesión de este predio puede ser 
perfectamente impugnada por el artículo mencionado, por los Ediles o por los mil ciudadanos; desde ese 
punto de vista, el recurso es irreprochable. Desde el punto de vista formal, si bien es verdad que la Ley. 

N? 18.045, que establece los requisitos que debe contener el recurso, señala que se debe incluir la serie y el 
número de las credenciales cívicas de los recurrentes, también es verdad lo que se ha dicho por parte de los 
señores Diputados Iturralde Viñas y Cersósimo de que el informalismo siempre va a favor del administrado. 
Ese es un principio general que entendemos que debería ser respetado aquí. 


El señor Diputado Bayardi dijo que este recurso tiene un objetivo político. Me parece que la resolución de la 
Intendencia, junto con Antel, de gastar en esto cuarenta o cincuenta millones de dólares sí que es un objetivo 
político o una resolución política, bajo mi punto de vista, diferente a la que el señor Diputado Bayardi 
imagina. Para mí, esta Resolución de gastar en esto cuarenta millones de dólares de excedentes -supongo- de 
Antel, en lugar de gastar esa cifra en reconstruir los liceos que se están viniendo abajo o en las escuelas que 
no tienen baños -ayer mismo, en el departamento de Rocha, en una clase se vino abajo el cielorraso y no 
mató a nadie de milagro- es un objetivo político. Creo que podría invertirse ese monto por medio de un 
proyecto de ley; perfectamente, se podrían atribuir recursos de un Ente Autónomo a otra finalidad, pero se los 
quiere desviar hacia el objetivo político que decía el señor Diputado Bayardi de realizar un estadio. Aclaro 
que no estamos en desacuerdo con que esa obra se realice, pero para mí el objetivo político del Frente Amplio 
es, en primer lugar, una operación salvataje de Ana Olivera, que está naufragando por todos lados con el 
desastre de Gobierno de Montevideo al cual estamos asistiendo. La segunda parte de esa operación u objetivo 
político es situar a la señora Presidenta de Antel como virtual candidata a la misma Intendencia. 


(Diálogos) 


Yo creo que el objetivo político que se tiene es el de situar a una determinada persona como posible 
precandidata a la Intendencia de Montevideo, en virtud del desastre ocurrido en el Cilindro Municipal. Acá 
no tenemos que olvidar que al Frente Amplio se le vino abajo el Cilindro Municipal; a la Administración de 
la Intendencia de Montevideo se le vino abajo, se le incendió, el Cilindro Municipal. Creo recordar bien que 
el Cilindro Municipal ni siquiera tenía habilitación de la Dirección Nacional de Bomberos y, sin embargo, allí 
se realizaban actos multitudinarios. No existía la más mínima obra de conservación de ese estadio, al cual 
concurrían miles de personas en muchas oportunidades 


Quiere decir que este desastre de gestión al cual estamos asistiendo en todos los ámbitos de la Intendencia 
está aquí presente en el Complejo que se quiere realizar. 


En suma, me parece que está correcto realizar en ese predio un nuevo estadio, un lugar de convenciones, un 
lugar al cual la gente del barrio vaya a pasear; nos parece muy bien esa idea, ya que se vino abajo ese estadio. 
Ahora bien: lo que no entendemos es cómo se propone realizarlo por esta vía, lo cual para nosotros es 
inconstitucional. El artículo 190 de la Constitución establece claramente -esto no me podrá ser discutido por 
quienes tienen cierto respeto por los textos-: "Los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados no 
podrán realizar negocios extraños al giro que preceptivamente les asignen las leyes, ni disponer de sus 
recursos para fines ajenos a sus actividades normales". 


SEÑOR ORRICO.- No voy a discutir esto ahora, pero quiero decir que no estoy de acuerdo con que 
esto sea inconstitucional. Nada más. 


SEÑOR BORSARI BRENNA. Yo creo que es profunda y groseramente inconstitucional y lo que digo 
es que el Partido de Gobierno perfectamente podría salvar esto, más allá de que nosotros votemos a 
favor o en contra, con la aprobación de una ley. ¿Qué le impide al Gobierno presentar un proyecto de 
ley que establezca este gasto -o como quiera que se le llame- que, según lo que he visto y escuchado de 
parte de la señora Presidenta de Antel, constituye una inversión? Tomémoslo por ese lado. ¿Qué le 
impide al Gobierno de la República enviar un proyecto de ley que en veinte días pueda tener la 
discusión y el trámite en la Cámara de Representantes y en el Senado? Con eso se harían las cosas 
bien, inclusive con la participación de la oposición. Estoy seguro de que la oposición -por lo menos, mi 
Partido- está de acuerdo con hacer una obra de esas características. 


Pienso que estas consideraciones deberían ser tomadas en cuenta para tratar un recurso de ilegalidad o de 
inconstitucionalidad; el hecho de que le falten los números de la credencial cívica me parece un argumento 
muy liviano -por decirlo con todo respeto- para rechazarlo. Además, la oposición, como siempre constructiva, 
les plantea la idea de que esta iniciativa venga como proyecto de ley a fin de que se pueda llevar a cabo en 
forma correcta. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Creo que está más o menos todo dicho, más allá de que vamos a 
discutir este tema la semana que viene. De todas maneras, adelanto que en esa oportunidad 
plantearemos que si en todo caso no es la Junta la que puede cuestionar la violación de la 
constitucionalidad del hecho de que Antel destine fondos a obras ajenas a sus fines, inmediatamente 
procederemos a citar al Directorio de Antel para que nos explique los motivos por los cuales se está 
incumpliendo con la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay más legisladores anotados para hacer uso de la palabra, por lo cual 
corresponde poner a consideración una moción presentada por el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Propongo rechazar el recurso interpuesto por haber incumplido con las 
formalidades de presentación de la demanda, tal como establece la Ley_N” 18.045, que regula el 
artículo 303 de la Constitución de la República. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Voy a presentar la siguiente moción contrapuesta: solicitar la 
comparecencia de los firmantes del recurso a los efectos de subsanar una omisión formal, entendiendo 
que el informalismo a favor del administrado en este caso favorece a los comparecientes, por lo cual, en 
cualquier instancia, puede solucionarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de mociones contrapuestas por lo que, en primer lugar, se va a votar 
la moción presentada por el señor Diputado Orrico. 


(Se vota) 


Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


Es necesario designar a los miembros informantes en mayoría y en minoría. 
SEÑOR MICHELINI.- Propongo al señor Diputado Orrico como miembro informante en mayoría. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Propongo al señor Diputado Iturralde Viñas como miembro 
informante en minoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así será. 
SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero fundar mi voto. 


No acompañamos la moción de rechazo del recurso porque entendemos que el informalismo debió 
subsanarse, a los efectos de la identificación de los recurrentes -que está suficientemente determinada en el 
escrito que tenemos a consideración-, con un simple requerimiento de la serie y número de credencial de cada 
uno de ellos, tal como lo planteaba la moción contrapuesta del señor Diputado Iturralde Viñas, que era la que 
pensábamos acompañar. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero aclarar que este tema se va a tratar en una sesión extraordinaria el día 
martes. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Nicolás Pereira me solicita que ponga a consideración el 
otro punto que abordamos antes del ingreso a Sala de la doctora Klett, relativo a las modificaciones al 
Código de la Niñez y la Adolescencia en lo que refiere a adopciones. Aclaro que la bancada del Frente 
Amplio propuso una hoja de ruta en el sentido de que se acepten las modificaciones del Senado y que, 
posteriormente -fue lo que informó el señor Diputado Nicolás Pereira-, se incorpore un proyecto por el 
que se proponga cambiar cuatro de los puntos. 


La Mesa pone a consideración de los señores Diputados si entienden conveniente poner el mencionado 
proyecto a votación en este momento. 


(Diálogos) —La bancada del Frente Amplio, a través del señor Diputado Michelini, propone dar una semana 
más y que el próximo miércoles se tome posición sobre el Código General del Proceso y sobre las 
modificaciones al proyecto de ley sobre adopciones. 


(Apoyados) 


Entonces, dejamos estos dos puntos para ser abordados en primer y segundo lugar del orden del día de la 
próxima reunión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


